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Procede el Tribunal a decidir el recurso de apelación oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por el defensor público y por el procesado CARLOS ARIEL BEDOYA GALVIS, contra la sentencia proferida el día veintitrés (23) de septiembre de 2004 por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de esta capital, por medio de la cual se le condenó a la pena de seis (6) años y seis (6) meses de prisión, como autor responsable de un delito de Tentativa de Extorsión Agravado donde figura afectada en su patrimonio económico la señora Vivian Marcela Quintero López.

No se observan irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.

1.- HECHOS

Desde los primeros días del mes de Noviembre de 2003, por medio de escritos contentivos de amenazas de muerte dirigidos a través del residente en el primero piso de la edificación, señor BEDOYA GALVIS, se venía presionando a la señora VIVIAN MARCELA QUINTERO para que hiciera entrega de la suma de quince millones de pesos.

En cumplimiento de la orden, se hizo entrega del paquete convenido, a consecuencia de lo cual BEDOYA GALVIS avisó vía telefónica que él a su vez lo había entregado al extorsionista, lo cual resultó falso porque el resultado de la vigilancia ejercida por el DAS permitió establecer que el paquete permaneció en su residencia y fue utilizado por él mismo. 

2.- identidad

CARLOS ARIEL BEDOYA GALVIS nació en Santa Bárbara (Antioquia) el diez (10) de febrero de 1959, es hijo de María Josefina y Carlos Enrique, está casado con Gloria Edisney Tunja, se identifica con la cédula de ciudadanía No 16.213.124 y ha laborado como constructor. 

3.- Acusación

La Fiscalía Primera Delegada ante el Juzgado Especializado convocó a juicio criminal al sindicado BEDOYA GALVIS, para cuyo efecto dio plena credibilidad al relato que bajo juramento hizo la afectada, al hallarlo coincidente con las pesquisas hechas por los investigadores del DAS. 

Admitió que no existe prueba directa que señale al señor BEDOYA GALVIS como responsable, pero en su contra se estructuran varios indicios que permiten llegar a esa conclusión, a saber: 1. Era vecino de la afectada, es decir, conocía la alta posibilidad de ser atemorizada, sabía de sus bienes y por tanto su capacidad de pago, 2. Fue él quien fraguó todo este episodio, haciéndose pasar como “intermediario” de los extorsionistas (hecho inusual en este tipo de ilícitos); sin embargo, fue él quien hizo posibles las llamadas, quien hacía entrega de las cartas, y quien, finalmente, recibió el producto final de la extorsión, 3. El dinero fue hallado en su residencia, esto hace pensar que era él y no otro el real destinatario, y 4. La mala justificación al sostener que a su residencia llegó una niña desconocida para llevar las misivas, lo mismo que un motociclista desconocido para reclamar el dinero producto de la extorsión, pues se trata de afirmaciones increíbles y además desvirtuadas por los miembros del DAS.

4.- SENTENCIA

El señor Juez del conocimiento, advertido de la secuencia de estos hechos y de las posiciones de los sujetos procesales en audiencia, concluyó en la necesidad de proferir sentencia condenatoria en contra del citado BEDOYA GALVIS pues a su juicio su captura se produjo en flagrancia y la exculpativa ofrecida carecía de veracidad.

Tanto el dicho de la afectada, como lo relatado por los efectivos del DAS, ponen al descubierto la vil patraña que ideó el hoy implicado para afectar injustamente el patrimonio económico de su vecina VIVIAN MARCELA; en ese sentido, dio pleno crédito a los cargos formulados al momento de la resolución de acusación.

Finiquitó el asunto con la imposición de una pena de seis (6) años y seis (6)  meses de prisión, multa de 300 s.m.l.m.v, inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el término de cinco años, y negación del subrogado.

5.- RECURSO

5.1.- LA DEFENSA

- Su defendido no es un avezado delincuente, es persona sana, buen padre de familia y pertenece a la religión cristina.

- Debe preservarse la presunción de inocencia en su caso, toda vez que fue utilizado. La ingenuidad de su versión permite sostener que está diciendo la verdad.

- Se trató de un “intermediario forzoso” que actuó de buena fe.

- Debe creérsele cuando asegura que fue la señora VIVAN MARCELA quien le hizo entrega del dinero en su residencia, toda vez que aunque los detectives aseguraron que allí no se acercó nadie durante la vigilancia ejercida, es posible que haya existido deficiencia o descuido en esa labor. Además, se ha dicho que personajes extraños acudían en busca de la señora VIVIANA y su esposo, con lo cual, el origen del ilícito puede ser diferente.

5.2.- EL PROCESADO
- No hay prueba seria en su contra, deberían existir fotos o videos de la escena. Todo es un montaje de los investigadores.

- No deja de reconocer que sí estuvo en el sitio, pero sólo participó de una manera indirecta, porque fue la misma ofendida quien lo mantuvo en error.

- Es persona humilde y trabajadora, sin antecedentes penales.

6.- se considera

Lo que el Tribunal observa en esta actuación, es la insistencia por parte del comprometido, secundado, como no podía ser de otra manera, por el señor defensor público, en cuanto a un supuesto “montaje” en contra suya de parte de la perjudicada VIVIAN QUINTERO. Esa actitud, no sólo es ingenua -como lo indica el señor defensor-, sino que además va en contravía de la lógica y del acervo probatorio legalmente allegado.

Decimos que es ilógica la narrativa del procesado, porque no existe ni por asomo un interés en perjudicar, no hay la más mínima razón para que la señora VIVIAN MARCELA se dedicara a hacer toda una parodia en su contra. Aquí lo único verídico es que ella sí recibió unas misivas extorsivas, las mismas que le entregó su vecino BEDOYA GALVIS; igualmente, está claro que fue a él y a nadie más a quien se le hizo entrega de un paquete representativo del papel moneda exigido. 

Y es contrario a la prueba, porque ocurrió que CARLOS ARIEL BEDOYA no contaba con que los efectivos del DAS estaban realizando vigilancia a su vivienda (lo cual era apenas connatural a la clase de comportamiento objeto de investigación) y le estaban grabando sus comunicaciones telefónicas con la víctima, de suerte que el relato defensivo se vino a menos cuando quiso dar a entender que sólo estaba haciendo un favor a su vecina, lo mismo que cuando expresó a ésta que ya le había hecho entrega del paquete al verdadero extorsionista, cuando la realidad era bien diferente.

Con todo ello, podemos asegurar que antes que ingenua la actitud asumida por el aquí involucrado, se puede calificar de intrépida, pues pensó que podría salir bien librado al armar una trama que le permitiría engañar a la señora VIVIAN MARCELA, sin percatarse que ella acudiría a las autoridades para obtener la información acorde con la realidad.

Ningún aporte que desequilibre el resultado final de la investigación se aprecia en la sustentación del recurso, pues el hecho de su buen comportamiento anterior, de tratarse de un “ciudadano ejemplar” o de ser persona “humilde y trabajadora”, no constituye argumento para su inocencia, ni siquiera como contraindicio a su favor habida consideración a la contundencia de la prueba de cargo; simple y llanamente es factor a tener en consideración al momento de dosificar la pena y así fue estimado por el a quo al partir del cuarto mínimo por la existencia de esa causal de menor punibilidad.

Precisamente sobre el manejo de la punibilidad, encuentra la Sala que el fallo de primer grado ameritaba una mejor motivación, a saber:

- Dijo incrementar una tercera parte por razón del medio utilizado para la extorsión “amenazas de muerte” y conforme con ello modificó los cuartos punitivos; sin embargo, ese único argumento sirvió para fijar un monto superior al mínimo, sin hacer uso de los criterios que contempla el art. 61 del Código Penal para el efecto.

- Esos mismos elementos de ponderación no fueron tenidos en consideración para la pena pecuniaria, pues la multa se fijó en el mínimo; se ignoran los fundamentos para esta determinación.

- No obstante fijarse la pena privativa de libertad en seis años y seis meses, la accesoria de inhabilitación de derechos y funciones públicas fue establecida en cinco. Se desconoció con ese proceder lo dispuesto por el artículo 52 idem cuando reza: “En todo caso, la pena de prisión conllevará la accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, POR UN TIEMPO IGUAL AL DE LA PENA A QUE ACCEDER...”. Se trata, además, de sanciones que concurren y que se ejecutan de manera simultánea al tenor del artículo 53 ejusdem. 

En síntesis, el marco punitivo adoptado por el a quo fue benévolo para el acusado; sin embargo, no puede el Tribunal tomar una determinación contraria en perjuicio de quien ostenta la condición de apelante único.

En cuanto a los perjuicios morales, corresponde decir que debieron ser tasados en salarios mínimos y no en pesos, pues de esta manera se desnaturaliza la intención del legislador en el sentido de impedir la pérdida de poder adquisitivo de la obligación (art. 97 C.P., en armonía con la sentencia C-916 del 29 de octubre de 2002 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa). En ese sentido, la Sala sí debe proceder a su corrección respetando la cantidad estipulada por el juez del conocimiento, en consecuencia, la providencia será aclarada en el sentido de establecer como perjuicios morales el equivalente a cero punto cincuenta y seis (0.56) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

En ese orden de ideas, la decisión revisada merece ser confirmada por su carácter condenatorio.  

7.- decisión

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo de condena proferido por el señor Juez Único Penal del Circuito de Pereira, objeto de revisión, pero ACLARA que los perjuicios morales serán por el equivalente a cero punto cincuenta y seis (0.56) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Notifíquese Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                                 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

La Secretaria de la Sala, 

    CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Esta cifra equivale, en términos del año 2004 (año en que se dictó la providencia de primera instancia), a los doscientos mil pesos tasados por el a quo.
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